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Panel integrado por su presidenta, la Juez Coll Martí; la Juez 

Lebrón Nieves y la Juez Brignoni Mártir 
 

Lebrón Nieves, Juez Ponente 
 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 26 de enero de 2016. 

El 30 de noviembre de 2015, compareció ante este Tribunal 

de Apelaciones el recurrente Ex Sargento Axel Alvarado Rivera (en 

adelante, el recurrente o Alvarado Rivera), mediante el recurso de 

Revisión Administrativa de epígrafe y nos solicita la revisión de la 

Resolución dictada por la Comisión de Investigación, 

Procesamiento y Apelación (CIPA), el 27 de mayo de 2015, 

notificada el 29 de septiembre de 2015. Mediante la referida 

Resolución, la CIPA confirmó la expulsión del recurrente de la 

Policía de Puerto Rico (en adelante Policía), emitida el 15 de mayo 

de 2013,  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la Resolución recurrida. 

I 

El recurso de marras tiene su inicio en hechos ocurridos el 

27 de noviembre de 2010.  Conforme surge del expediente 
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apelativo ante nuestra consideración, en la referida fecha, agentes 

del orden público, entre los que figuraba el aquí recurrente, 

realizaron un registro y allanamiento sin orden en la residencia de 

la pareja compuesta por José Hernández López y Yashimar Ortega 

Menéndez (en adelante Hernández López y Ortega Menéndez). Los 

agentes involucrados en la mencionada intervención, incluyendo al 

recurrente, se incautaron de ciento treinta y cinco dólares ($135) y 

catorce (14) municiones calibre .357.  

A raíz de lo ocurrido, Hernández López y Ortega Menéndez 

presentaron varias querellas administrativas, una de las cuales fue 

atendida por la Superintendencia Auxiliar de Responsabilidad 

Profesional (SARP). Conforme se desprende de la investigación 

administrativa de la SARP, el ex sargento aquí recurrente, Alvarado 

Rivera, declaró que el ex agente Miguel A. Riestra le indicó que 

entró a la residencia de la pareja Hernández López y Ortega 

Menéndez persiguiendo a un individuo y allí encontró en una mesa 

las balas y el dinero incautado.  Sin embargo, el ex agente Riestra, 

al brindar su versión, indicó que entró junto al ex sargento 

Alvarado Rivera a la mencionada residencia, cuya puerta de 

entrada alegadamente se encontraba abierta con la llave puesta en 

la cerradura.  

Ante estas declaraciones conflictivas, el hecho de que no se 

investigó la procedencia de la evidencia recopilada y que la referida 

evidencia no fue utilizada para procesar a la pareja propietaria de 

la misma, el 23 de octubre de 2012, el Superintendente de la 

Policía emitió una resolución de cargos, en la que se le imputó al 

recurrente y quien se encontraba sumariado de empleo y sueldo 

por hechos probados en otra investigación administrativa, haber 

incurrido en las faltas graves número 1, 10, 18, 19, 24, 27 y 40 (b) 

y (m), según dispuestas en la sección 14.5 del Reglamento de 

Personal de la Policía de Puerto Rico.   
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El 15 de mayo de 2013, con  posterioridad a la celebración 

de la vista informal ante el Oficial Examinador, el Superintendente 

emitió una resolución final de expulsión, en la cual se le apercibió 

a Alvarado Rivera sobre su derecho a apelar la mencionada 

determinación. 

En atención a la apelación administrativa y celebrada la 

Vista en su Fondo, el 27 de mayo de 2015, notificada el 29 de 

septiembre de 2015, la CIPA dictó la Resolución recurrida.  En la 

misma determinó que la prueba desfilada no demostró que el ex 

sargento recurrente cometió las faltas graves número 10, 19, y 40 

(m). Empero, determinó que el ex sargento cometió las faltas graves 

número 1, 24, 27 y 40 (b) por haber participado del mencionado 

registro y allanamiento sin orden; así como también, la falta grave 

número 18, al ofrecer declaraciones contradictorias durante la 

investigación administrativa. Consecuentemente, la CIPA confirmó 

la expulsión impuesta por el Superintendente de la Policía.  

En desacuerdo con el resultado, el recurrente Alvarado 

Rivera presentó una oportuna reconsideración ante la CIPA. No 

obstante, mediante la Resolución emitida el 21 de octubre de 2015, 

notificada el 29 de octubre de 2015, la CIPA denegó la misma. 

Inconforme nuevamente con la determinación de la CIPA, el 

30 de noviembre de 2015, el recurrente Alvarado Rivera acude ante 

nos y le imputa al foro recurrido la comisión de los siguientes 

errores: 

Erró la Honorable Comisión al aquilatar la prueba 

desfilada y, a consecuencia de ello, hacer 
determinaciones de hecho que no están 

fundamentadas en evidencia sustancial, al no 
aquilatar la totalidad de la prueba presentada y no 
considerada. 

 
Erró la Honorable Comisión al emitir una Resolución 
confirmando el castigo, sin tomar en consideración 

que el mismo fue impuesto en un proceso cuyos 
términos estaban prescritos, violentándose así la 

norma estatutaria y el debido proceso de ley. 
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Erró la Honorable Comisión al emitir Resolución, sin 
evaluar el expediente y la prueba desfilada en su 

totalidad, tomando una decisión carente de una base 
racional, de manera arbitraria, caprichosa y en 

patente menoscabo a los derechos más fundamentales 
del Apelante-Recurrente. 

 

Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

procedemos a resolver el recurso de epígrafe. 

II 

A 

Desde la creación de las agencias administrativas, se ha 

reconocido que para poder desempeñar adecuadamente las 

funciones que le fueron delegadas, es necesario que éstas puedan 

ejercer poderes de adjudicación. D. Fernández Quiñones, Derecho 

Administrativo y Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme, 3ra 

ed., FORUM, 2013, pág. 71. Cónsono con lo anterior, el tercer 

capítulo de la Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988 (Ley Núm. 

170-1988), según enmendada, conocida como la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme, 3 LPRA sec. 2151-2170a, 

establece los derechos y los procesos que las agencias 

administrativas están llamadas a garantizar durante estos 

procedimientos adjudicativos. (Citas omitidas). Quintero Betancourt 

v El Tunel Auto Services,  2015 TSPR 171, 194 DPR ____ (2015). 

Por su parte, la Sección 4.1 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme (LPAU), 3 LPRA sec. 2171, contempla la 

revisión judicial de las decisiones administrativas ante este Foro. 

“La revisión judicial de decisiones administrativas tiene como fin 

primordial delimitar la discreción de los organismos 

administrativos para asegurar que estos ejerzan sus funciones 

conforme a la ley y de forma razonable”. Empresas Ferrer Inc. v. 

A.R.PE., 172 DPR 254, 264 (2007). 

A la luz de lo anterior, es menester recordar que la 

intervención judicial en la revisión de las determinaciones 

administrativas se circunscribe a establecer si la actuación de la 

javascript:searchLawCitation('170',%20'12-agosto-1988')
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agencia es arbitraria, ilegal o irrazonable. Véanse: JP, Plaza Santa 

Isabel v. Cordero Badillo, 177 DPR 177, 187 (2009); O.E.G. v. 

Rodríguez, 159 DPR 98, 119 (2003). Es al foro judicial a quien le 

corresponde examinar que las actuaciones de las agencias estén 

dentro de los poderes que le fueron delegados y son compatibles 

con la política pública que las origina. Asoc. Fcias v. Caribe 

Specialty et al. II, 179 DPR 923, 941-942 (2010). Quintero 

Betancourt v El Tunel Auto Services, supra. 

De otra parte, “[e]n nuestro ordenamiento jurídico es norma 

reiterada que los tribunales apelativos debemos conceder gran 

deferencia a las determinaciones de las agencias administrativas, 

por la experiencia y el conocimiento especializado que éstas poseen 

sobre los asuntos que se les han delegado. Asoc. Fcias. v. Caribe 

Specialty et al. II, 179 DPR 923, 940 (2010).  Por esa razón, las 

determinaciones de las agencias poseen una presunción de 

legalidad y corrección que los tribunales debemos respetar 

mientras la parte que las impugna no presente la evidencia 

suficiente para derrotarlas. Batista, Nobbe v. Jta. Directores, 185 

DPR 206, 215 (2012). Esto significa que quien impugne la decisión 

administrativa tiene que presentar evidencia suficiente para 

derrotar esa presunción y no puede descansar en meras 

alegaciones”. (Cita omitida). Díaz v. Fideicomiso Soc. y Autogestión, 

188 DPR 32, 60-61 (2013). 

Sin embargo, esa deferencia a la decisión de una agencia 

administrativa cede cuando: (1) la decisión no se basa en evidencia 

sustancial; (2) el ente administrativo erró en la aplicación de la ley 

o reglamento; (3) la agencia actuó de forma arbitraria, irrazonable 

o ilegal; o (4) la actuación administrativa afecta derechos 

fundamentales o conduce a la comisión de injusticias. (Citas 

omitidas). Id, pág. 63. 

javascript:searchCita('177DPR177')
javascript:searchCita('159DPR98')
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En consecuencia, la revisión judicial está suscrita a los 

contornos de: (1) la concesión del remedio adecuado; (2) si las 

determinaciones de hecho están sustentadas en la evidencia 

sustancial que emana de la totalidad del expediente; y (3) una 

revisión completa de la corrección de las conclusiones de derecho 

que fueron adoptadas. Sec. 4.5 de la Ley Núm. 170-1988, 3 LPRA 

sec. 2175. Véanse, además, Pagán Santiago et al. v. ASR, 185 DPR 

341, 358 (2010). (Cita omitida). Quintero Betancourt v. El Tunel 

Auto Services, supra. 

Conforme a la LPAU y según ha sido reconocido por nuestro 

más Alto Foro, las determinaciones de hecho de una agencia se 

sostendrán si éstas se fundamentan en evidencia sustancial que 

conste en el expediente administrativo considerado en su totalidad. 

Torres Santiago v. Depto. Justicia, 181 DPR 969, 1003 (2011). Para 

tales fines, la evidencia sustancial es aquella prueba relevante que 

una mente racional podría considerar como adecuada para 

sostener una conclusión. En varias ocasiones, el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico ha indicado que el propósito de la regla de 

evidencia sustancial, aplicable a las determinaciones de hecho, es 

"evitar la sustitución del criterio del organismo administrativo en 

materia especializada por el criterio del tribunal revisor". (Citas 

omitidas). Díaz v. Fideicomiso Soc. y Autogestión, supra, pág. 62. 

Asimismo, nuestro Máximo Foro ha señalado que el principio 

rector en la revisión judicial de las determinaciones e 

interpretaciones de una agencia es el criterio de la razonabilidad, 

esto es, la razonabilidad en la actuación de la agencia recurrida. 

Conforme a ello, la revisión judicial se debe limitar a determinar si 

la agencia actuó de manera arbitraria o ilegal, o en forma tan 

irrazonable que su actuación constituye un abuso de discreción. 

(Citas omitidas). Id, pág. 62. 

javascript:searchCita('1988LPR170')
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En cuanto a las conclusiones de derecho de las agencias 

administrativas, la Sec. 4.5 de la LPAU, supra, dispone que éstas 

"serán revisables en todos sus aspectos por el tribunal", ello sin 

ataduras a norma o criterio alguno. No obstante, esto no significa 

que "el tribunal pueda descartar ligeramente las conclusiones e 

interpretaciones de la agencia gubernamental, sustituyendo el 

criterio de ésta por el propio". Asimismo, el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico ha expresado que las conclusiones de derecho del ente 

administrativo deben ser conforme al mandato de la ley y, si así 

ocurre entonces deben ser sostenidas por el foro revisor. Id, págs. 

62-63. 

B 

 Por su parte, el Reglamento de Personal de la Policía de 

Puerto Rico, Reglamento Núm. 4216, según enmendado, dispone 

en el Artículo 14 (sección 14.5), lo relacionado a la identificación de 

faltas.  Dicha sección dispone en lo aquí pertinente, lo siguiente: 

Sección. 14.5- Identificación de Faltas 

Se considerarán faltas graves las siguientes: 
1. Demostrar incapacidad manifiesta, ineptitud, 

descuido, parcialidad o negligencia en el desempeño de 
sus deberes, funciones y responsabilidades. 
[. . .] 

 
10. Realizar actos por los cuales fuere convicto en un 

tribunal de justicia competente de delito grave o delito 
menos grave que conlleve depravación moral, o por 
violación de los derechos civiles de un ciudadano. 

[. . .] 
 
18. Declarar falsamente o inducir a declarar 

falsamente a otra persona ante un magistrado, oficial 
investigador, organismo judicial o cuasi judicial.  

 
19. Jurar o suscribir cualquier documento alterando o 
falseando los hechos.  

[. . .] 
 
24. Apropiarse ilegalmente de bienes pertenecientes a 

otras personas o aquellos que le hayan sido confiados 
en el curso de sus funciones.  

[. . .] 
 
27. Observar una conducta lesiva, inmoral o 

desordenada en detrimento del Cuerpo de la Policía.  
[. . .] 
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40. Incurrir en mal uso o abuso de autoridad, 
entendiéndose como actos de mal uso o abuso de 

autoridad los siguientes:  
[. . .] 

 
(b) Registros, allanamientos e incautaciones ilegales o 
irrazonables.  

[. . .] 
 
(m) Utilización de evidencia falsa que vincule a una 

persona con la comisión de un delito.  
[. . .] 

 
 Como es sabido, la CIPA ostenta jurisdicción exclusiva para 

actuar como cuerpo apelativo en los casos donde el 

Superintendente de la Policía o su representante autorizado haya 

impuesto cualquier medida o sanción disciplinaria a un miembro 

de la Policía, en relación a la comisión de faltas graves, según 

dispone la Ley de la Policía de Puerto Rico y los reglamentos 

pertinentes. 

 Dentro de las facultades que ostenta la CIPA se destaca que 

esta podrá, luego de celebrar la vista correspondiente, confirmar, 

revocar o modificar la determinación o actuación de la cual se 

hubiere apelado, o imponer cualquier sanción que la autoridad 

facultada para sancionar hubiese podido imponer. Las decisiones 

de la CIPA podrán ser revisadas mediante recurso interpuesto a 

ese fin. Dicho recurso de revisión estará limitado a cuestiones de 

derecho y a la determinación de si existe o no evidencia sustancial 

para sostener las conclusiones de hecho de la CIPA. 

III 

En primer lugar, procederemos a discutir el segundo 

señalamiento de error. Sostiene el recurrente que erró la CIPA al 

emitir una Resolución confirmando el castigo, sin tomar en 

consideración que el mismo fue impuesto en un proceso, cuyos 

términos estaban prescritos, violentándose así la norma 

estatutaria y el debido proceso de ley.  No le asiste la razón.  

 Conforme surge del expediente apelativo ante nuestra 

consideración, transcurridos dos días desde que se efectuara el 
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registro y allanamiento sin orden el 27 de noviembre de 2010, la 

pareja compuesta por José Hernández López y Yashimar Ortega 

Menéndez, presentó una querella administrativa ante el Negociado 

de Investigaciones Especiales del Departamento de Justicia (NIE).  

Así las cosas, el 1 de diciembre de 2010, Hernández López y 

Ortega Menéndez presentaron además, una querella administrativa 

ante la SARP contra varios de los agentes que participaron del 

registro, incluyendo al aquí recurrente.   

Luego de iniciado el proceso investigativo por la SARP, la Ley 

35-2011, enmendó la Ley 53-1996, conocida como “Ley de la 

Policía de Puerto Rico”, para añadir el artículo 23-A.  Ello, a los 

fines de establecer términos máximos a los trámites y a las 

determinaciones finales de faltas leves y graves que se lleven 

contra los miembros de la Fuerza de la Policía; y para otros fines 

relacionados. Conforme dispone el mencionado precepto legal, 

cualquier trámite de falta grave, incluyendo su investigación y 

adjudicación final, no podrá excederse del término máximo de un 

(1) año, el cual comenzará a decursar, una vez la Policía reciba una 

querella contra un miembro de la Fuerza o advenga en 

conocimiento de la posible comisión de un acto que conlleva una 

sanción punible.  En casos de circunstancias excepcionales que no 

estén bajo el control del Superintendente de la Policía, dicho 

término podrá extenderse. Cabe mencionar que el legislador 

dispuso que la Ley 35-2011 entraría en vigor inmediatamente 

después de su aprobación. Por ende, por tratarse de una norma 

procesal, y al no surgir del texto de la Ley intención expresa en 

contrario, procede su aplicación de forma retroactiva.1 

                                                 
1
 La  Ley 35-2011, supra, además ordena al Superintendente de la Policía a 

enmendar el Reglamento Núm. 6505 de 16 de agosto de 2002, conocido como 

“Reglamento para el Trámite de Querellas Administrativas contra Miembros de 

la Fuerza y Personal Civil que Labora en la Policía de Puerto Rico”, a los fines 

de que se establezcan mecanismos ágiles y expeditos que aseguren al miembro 

de la Fuerza que se le brindarán todas las garantías procesales necesarias para 
recibir un trámite justo acorde con las disposiciones de esta Ley.  
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No obstante lo anterior, la Sección J-3 del Artículo 5 del 

Reglamento Núm. 6506 de 20 de agosto de 2002 –mejor conocido 

como el Reglamento para el Trámite de Querellas Administrativas 

contra Miembros de la Fuerza y Personal Civil que Labora en la 

Policía de Puerto Rico- dispone que el incumplimiento del término 

establecido no constituirá justa causa para el archivo de la 

querella o el desistimiento de cualquier acción disciplinaria que en 

su momento pueda imponerse. Así pues, no surge del mencionado 

cuerpo legal que el término dispuesto en la Ley 35-2011 sea uno 

prescriptivo, sino de un plazo directivo y prorrogable para culminar 

un proceso disciplinario. En vista de ello, colegimos que no 

estamos ante términos de carácter jurisdiccional, por lo que el 

incumplimiento con los mismos no conlleva  la desestimación ipso 

facto. 

 Por otro lado, en sus señalamientos de error primero y 

tercero, el recurrente nos plantea que incidió la Comisión recurrida 

al aquilatar la prueba desfilada y al hacer determinaciones de 

hechos que no están fundamentadas en evidencia sustancial, sin 

considerar la totalidad de la prueba del expediente administrativo y 

la prueba desfilada, por lo que tomó una decisión carente de una  

base racional, de manera arbitraria, caprichosa y en patente 

menoscabo a los derechos más fundamentales del recurrente.   

Por estar intrínsecamente relacionados, procederemos a 

discutir los mencionados señalamientos de error de forma 

conjunta.  No coincidimos con la apreciación del recurrente. 

   Conforme surge del expediente ante nos, durante la 

investigación administrativa de la SARP, el ex sargento recurrente 

declaró que el ex agente Miguel A. Riestra le indicó que entró en la 

residencia de la pareja persiguiendo a un individuo, encontrando 

allí en una mesa ciento treinta y cinco dólares ($135) y catorce (14) 

municiones calibre .357, propiedad que fue incautada.  



 
 

 
KLRA201501318    

 

11 

No obstante, en su declaración jurada, el ex agente indicó 

que entró junto al ex sargento a la mencionada residencia, cuya 

puerta de entrada alegadamente se encontraba abierta con la llave 

puesta en la cerradura. Así pues, ante las declaraciones 

conflictivas sobre los motivos para allanar sin orden judicial la 

residencia de la pareja, y considerando que no se investigó la 

procedencia de las balas y el dinero ocupado ni que dicha 

evidencia fue utilizada para procesar a la pareja, el 23 de octubre 

de 2012, el Superintendente emitió una resolución de cargos, 

apercibiéndole al aquí recurrente y quien se encontraba sumariado 

de empleo y sueldo por hechos probados en otra investigación 

administrativa, su intención de expulsarlo de la Policía. 

 La Ley de la Policía faculta al Superintendente –de este 

entenderlo razonable- para expulsar al ex sargento como castigo 

ante las faltas graves imputadas. Por su parte, el Reglamento de 

Personal de la Policía también le permite al Superintendente 

expulsar al recurrido por al menos una falta grave imputada. Nos 

resulta forzoso concluir que en este caso, el Superintendente actuó 

dentro de sus facultades al expulsar al recurrente, quien ejerció su 

derecho a una vista informal ante un Oficial Examinador, por este 

haber incurrido en las faltas graves número 1, 10, 18, 19, 24, 27, y 

40 (b) y (m), según dispuestas en la sección 14.5 del Reglamento 

de Personal de la Policía. 

 Como mencionamos, la CIPA tiene discreción para actuar 

dentro de los parámetros que la Ley de la Policía le confiere al 

Superintendente. En el ejercicio de sus facultades, la CIPA emitió 

sus conclusiones de derecho y determinó que la prueba sometida 

por las partes no demostró que el recurrente hubiese cometido las 

faltas graves número 10, 19 y 40 (m). Empero, la Comisión 

recurrida resolvió que la prueba que tuvo ante su consideración 

demostró que el ex sargento recurrente incurrió en incapacidad 
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manifiesta, ineptitud y negligencia en el desempeño de sus 

deberes, funciones y responsabilidades –en violación a la Falta 

Grave (1)- observando una conducta lesiva, inmoral y desordenada 

en detrimento de la Policía –en violación a la Falta Grave (27)- al 

haber participado del registro y allanamiento ilegal, apropiándose 

ilegalmente de bienes pertenecientes a otras personas –en violación 

a la Falta Grave (24)- al sustraer el dinero y las balas que se 

encontraba en la residencia de la pareja registrada, incurriendo en 

actos de mal uso y abuso de autoridad –en violación a la Falta 

Grave (40) (b). Conforme a los hallazgos de la CIPA, la prueba 

sometida ante su consideración demostró que el recurrente declaró 

falsamente ante un oficial investigador –en violación a la Falta 

Grave (18)- al contradecirse ante la SARP en comparación con lo 

declarado por el ex agente Riestra sobre el motivo para entrar sin 

orden judicial a la residencia de la pareja registrada. 

 Resulta meritorio destacar que a pesar de que el recurrente 

pretende atacar la apreciación de la prueba que hizo la CIPA, lo 

cierto es que no sometió ante nuestra consideración una 

transcripción ni exposición narrativa de la prueba. Tampoco surge 

del expediente apelativo ante nuestra consideración, evidencia 

alguna que derrote las determinaciones de hechos y conclusiones 

alcanzadas por la CIPA. Así pues, la parte recurrente no nos puso 

en posición de intervenir con la discreción de la CIPA para sopesar 

la credibilidad del testimonio vertido ante sus comisionados. Ante 

ello, no podemos sino, respetar las determinaciones de hechos 

alcanzadas por la parte recurrida, por lo que los errores señalados 

no fueron cometidos. 

Como es harto conocido, a las decisiones administrativas les 

cobija una presunción de legalidad y corrección. Esta presunción 

debe ser respetada mientras la parte que la impugne no produzca 

suficiente evidencia para derrotarla. 
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IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

Resolución recurrida. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


